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 1. ASUNTO A DECIDIR
 

Se procede a resolver lo concerniente a la impugnación presentada por el representante legal y gerente del Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC frente al fallo emitido el día 17 de mayo de 2017 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Yuli Daniela Cárdenas Giraldo como agente oficiosa de su esposo, señor José Ernesto García Castaño en contra de la Fiduprevisora, Consorcio Fondo de Atención en Salud para la PPL 2015 y el INPEC, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud y vida digna.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES  
2.1.  Informó la accionante que su esposo José Ernesto García Castaño se encuentra afiliado a la Fiduprevisora por cuanto está recluido en el establecimiento carcelario y penitenciario “La 40” de Pereira, Risaralda, presentando en la actualidad una serie de padecimientos en su salud, entre ellos un diagnóstico de “hernia abdominal y adherencias peritoneales”, para los cuales le fueron prescritos unos exámenes con fecha del 22 de octubre de 2016, ordenando una intervención quirúrgica que consiste en la extracción de cuerpo extraño en la piel o  tejido celular subcutáneo de área especial con incisión y eventrorrafia con colocación malla. 
Especificó que los exámenes médicos ordenados fueron: consulta por primera vez por medicina especializada, electrocardiograma de ritmo o de superficie, creatinina en suero, orina u otros, tiempo de protrombina, tiempo de tromboplatina parcial, hemograma IV (hemoglobina, hematocrito, recuento de eritrocitos, índices plaquetarios y morfología electrónica e histograma) método automático. 
Manifestó que tras recibir la autorización de dichos procedimientos y exámenes antes aludidos, funcionarios del Hospital San Jorge le hicieron saber que no tenían convenio con el INPEC, por lo cual no podían prestar los servicios de salud a su esposo, quien ha visto menguada su salud, por los dolores insoportables que padece y por la dificultad que tiene al estar privado de la libertad.
Por lo anterior, solicitó que se tutelaran los derechos fundamentales a la salud y  a la vida del señor García Castaño y en tal virtud, se ordenara a la Fiduprevisora, y al Hospital Universitario San Jorge de Pereira, que en un término de 48 horas autorizaran  los siguientes servicios médicos: consulta por primera vez por medicina especializada, electrocardiograma de ritmo o de superficie, creatinina en suero, orina u otros, tiempo de protrombina, tiempo de tromboplatina parcial, hemograma IV (hemoglobina, hematocrito, recuento de eritrocitos, índices plaquetarios y morfología electrónica e histograma) método automático; así como la extracción de cuerpo extraño en la piel o  tejido celular subcutáneo de área especial con incisión y eventrorrafia con colocación malla. 

 2.2  Adjuntó con la demanda copia de los siguientes documentos: i) cedula de ciudadanía suya y de su esposo, ii) Historia clínica del señor Jose Ernesto García Castaño y iii) Autorizaciones de los servicios médicos. (Fls. 7-13).
3. ACTUACIÓN PROCESAL

3.1. Mediante auto del 7 de marzo de 2017 el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, había admitido la presente acción de tutela y corrió traslado de la misma al Fondo Nacional de Salud para las Personas Privadas de la Libertad, el EPMSC de Pereira y el INPEC (Folio 14).

3.2.  El 16 de marzo de 2017 se profiere sentencia de primera instancia en la que se resolvió tutelar los derechos fundamentales a la salud y vida del señor José Ernesto García Castaño (Fls. 53-62). 
3.3. La decisión fue apelada por el  Consorcio Fondo de Atención en  Salud para la PPL 2017 integrado por las Sociedades Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A., indicando que no era competente para satisfacer lo solicitado en el fallo de tutela y solicitó que se requiriera a la USPEC y al INPEC (Fls. 72-73).
3.3. Esta Sala mediante auto del 26 de abril de 2017 decretó la nulidad de lo actuado dentro de este trámite a partir del fallo de 16 de marzo de 2017 con el fin de que el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira procediera a vincular a la USPEC (Fls. 132-136).

3.3.   Mediante auto del 4 de mayo de 2017 el A quo acató lo dispuesto por esta Sala y ordenó la integración del contradictorio con la USPEC (Fl. 146). 

4. SINOPSIS RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA

4.1.  DIRECCION GENERAL DEL INPEC -BOGOTA
Hizo relación a lo dispuesto en la Ley 1709 de 2014 la cual creó un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el que  está a cargo y de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC y del Ministerio de Justicia y Derecho.  Así mismo, esa norma señaló que la contratación de la prestación de los servicios médico-asistenciales  de las personas privadas de la libertad está a cargo del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad PPL y el manejo de los recursos del nuevo modelo está en cabeza de la entidad Fiduciaria Previsora S.A. y sus decisiones se toman por el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Salud PPL, el que tiene a su cargo la prestación del servicio de salud para dicha población.
Por lo tanto, solicitó: i) no acceder a las pretensiones demandadas por el interno José Ernesto García Castaño, por falta de legitimidad por pasiva; ii) desvincular al INPEC de la acción constitucional por  no ser el competente para prestar el servicio en salud solicitado; iii) requerir a la USPEC, a la FIDUPREVISORA S.A., y al CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017, para que brinden la atención requerida por el accionante y iv) exhortar  a la USPEC, a la FIDUPREVISORA S.A., y al CONSORCCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017 para que suministre la atención a la población reclusa en Risaralda sin dilación alguna. (Fls. 25-27).
4.2. DIRECCIÓN EMPS DE PEREIRA 

Señaló que desde la expedición de la Ley 65 de 1993 el servicio de salud en los centros penitenciarios ha venido presentando una serie de cambios organizacionales respecto de las autoridades competentes para proveer y satisfacer el mismo a la población reclusa. En tal sentido, se refirió a la modificación de dicha norma por parte de la Ley 1709 de 2014 que asigna las respectivas responsabilidades del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad PPL, de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC y del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL.
Lo anterior, para concluir que a esa Dirección le es materialmente imposible proveer los servicios médicos que requiere el accionante, toda vez que no cuenta con la autonomía administrativa y presupuestal para contratar los mismos.  Además, porque su responsabilidad se circunscribe a concretar las respectivas citas médicas, una vez son autorizadas por parte del Fiduconsorcio y asegurar el desplazamiento de los privados de la libertad para el cumplimiento de las citas asignadas, proveyendo los funcionares para su seguridad en el desplazamiento.

Informó que en el presente caso, ya se habían autorizado las citas al señor García Castaño por parte del Fiduconsorcio y en tal sentido, quedaba supeditado a que la ESE Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad fijara la fecha y hora para la práctica de los procedimientos para poder realizar la remisión médica.  
Solicitó que se desvinculara a esa Dirección de la presente acción de tutela (folio 29).

Adjuntó copia de las autorizaciones médicas (Fls. 30-35).
4.3. CONSORCIO FONDO NACIONAL DE SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD -FIDUPREVISORA 
Informó que el Consorcio Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad PPL es una cuenta especial creada por la Ley 1709 de 2014, en la que se dispuso que la USPEC suscribiera un contrato con  dicho Consorcio el cual está integrado por las sociedades La Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A., cuyo objeto es la administración y pagos de los recursos dispuestos por el fideicomitente en el Fondo Nacional  de Salud PPL.

Hizo referencia a las normas que determinan las funciones específicas del INPEC, USPEC y Sanidad frente a la atención en salud en modalidad intramural y extramural. 

Indicó que el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 ha cumplido con sus obligaciones al  efectuar la contratación con la red prestadora de servicio intramural y extramural del EPMSC Pereira (ERE), con el objetivo garantizar los derechos fundamentales de la población en reclusión.

Señaló que el interno o accionante debe ser evaluado por medicina General de establecimiento Penitenciario, para que el médico tratante establezca la necesidad de valoración o tratamiento por especialidad, en  cuyo caso el establecimiento penitenciario debe solicitar ante el “Contac Center” las autorizaciones respectivas, programar las citas y tramitar el traslado del  interno ante la entidad que le debe prestar el servicio. 

Consideró por lo anterior que el Consorcio carece de legitimación en la causa por pasiva para la prestación de los servicios médico-asistenciales al accionante, toda vez que esa obligación está reservada para las EPS, IPS y demás entidades de la Organización del Sistema General de Seguridad Social a la población Privada de la Libertad a cargo del INPEC.

Solicitó se le desvinculara de la acción de tutela  y se requiriera a la EPMSC Pereira (ERE) para que preste, gestione e informe sobre el trámite de las atenciones médicas del accionante (Fls 37-40).
4.4.  UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC

Indicó que  la Ley 1709 de 2014 señala las entidades que integran el Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario, las cuales deben estar articuladas y concertadas entre sí, pero cada una de ellas tienen funciones específicas. De tal manera, que la USPEC fue creada con el propósito de que la población privada de la libertad en los establecimientos de reclusión contaran con una entidad especializada en la gestión y operación para el suministro de los bienes y prestación de los servicios requeridos para garantizar el bienestar de dicha población, según lo dispuesto en el artículo 4º del Decreto 4150 de 2011.  Sin embargo, dentro del marco de sus funciones, nunca se le ha asignado la competencia para prestar el servicio de salud a los reclusos.

Informó que dentro de las competencias otorgadas a esa Unidad, se suscribió contrato el contrato de fiducia mercantil No.331 del 2016 entre la USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, el cual se encarga de administrar los dineros y garantizar los pagos dispuestos para la atención integral en salud y la prevención de enfermedad de la población privada de la libertad, garantizando la continuidad de la prestación de los servicios médicos a los internos, además, de la facultad de suscribir contratos con las IPS y EPS.
Indicó que de conformidad con sus competencias, esa Unidad ha desplegado las gestiones pertinentes ante el representante legal del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017 con el fin de requerir el cumplimiento del fallo, para lo cual hizo una relación de las órdenes de servicios médicos generadas con fecha del 9 de marzo de 2017 y que fueron remitidas por el Consorcio al Director del INPEC, dada su competencia de cuidado y custodia de la población privada de la libertad, por lo tanto, la participación de la USPEC es ajena a las necesidades del accionante.
Por lo anterior, solicitó que se desvinculara a la USPEC de la presente acción constitucional, toda vez que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno al tutelante (Fls. 150-153).

Adjuntó los documentos que sustentan su respuesta (Fls. 154-160).

5.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

El 17 de mayo de  2017 el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, Risaralda, decidió tutelar los derechos fundamentales a la salud y a la vida al señor José Ernesto García Castaño.  En consecuencia, ordenó (Fls. 162-173):

“PRIMERO: Declarar que el presente caso hay carencia actual de objeto en relación con la prestación del servicio de electrocardiograma de ritmo o de superficie SOD, al cesar la omisión de las entidades accionadas respecto del mismo.

SEGUNDO: Tutelar los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas del señor José Ernesto García Castaño, idenficado con la cédula de ciudadanía No.1.114.089.977.

TERCERO: Ordenar al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, integrado por la Fiduprevisora S.A. y  la Fiduagraria, que en el término perentorio e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación de esta decisión, proceda a prestar de manera efectiva los servicios que requiere el accionante, en consecuencia le sean practicados al señor José Ernesto García Castaño los servicios de consulta de primera vez por medicina especializada anestesiología y reanimación, creatina en suero, orina u otros, tiempo de protrombina (PT), tiempo de tromboplastina parcial (PTT), hemograma IV (hemoglobina, hematocrito, recuento de eritrocitos, índices plaquetarios y morfología electrónica e histograma) método automático +, y el procedimiento de extracción de cuerpo extraño  en piel o tejido celular subcutáneo de área especial por incisión +eventorrafia con colocación de malla+, ordenados por su médico tratante. 

CUARTO: Ordenar a el Consorcio Fondo de Atención en  Salud para la PPL 2017, integrado por la Fiduprevisora S.A. y la fidugraria S.A., brindar al señor José Ernesto García Castaño una cobertura integral en relación con el diagnostico de hernia abdominal no especificada, sin obstrucción, ni gangrena y adherencias peritoneales, por lo que en consecuencia deberá autorizar todas las consultas de diagnóstico y seguimiento, medicamentos, intervenciones quirúrgicas, hospitalizaciones, procedimientos, prácticas de rehabilitación, exámenes para el seguimiento, insumos y toda prestación que componga el plan de manejo indicado por los médicos tratantes, con independencia que se encuentren o no incluidos en el plan de beneficios a su cargo.

QUINTO: Ordenar a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC que, en el término perentorio e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación de esta decisión, realice las gestiones necesarias para que efectivamente se presten los servicios de salud requeridos por el interno y coordine con el Consorcio Fondo de Atención en Salud para la PPL 2017, integrado por la Fiduprevisora S.A y la Fiduagraria S.A, la prestación del tratamiento integral ordenado en favor del señor José Ernesto García Castaño.

SEXTO: Ordenar al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira que disponga de lo necesario para que al señor José Ernesto García Casstaño le sean prestados los servicios de salud que requiere, por lo que deberá facilitar el traslado del interno y realizar los trámites administrativos y logísticos necesarios para que pueda acceder a los mismos dentro y fuera del establecimiento penitenciario” (…) 
La USPEC fue notificada del contenido del anterior fallo a través de correo electrónico buzonjudicial@uspec.gov.co el 19 de mayo de 2017 (folios 187 y 188)  y el 24 de mayo de 2017 la USPEC envía por ese mismo correo un escrito por medio del cual impugna la sentencia (Fl.189)
5. IMPUGNACIÓN

El Representante de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC solicitó que se revoque el numeral tercero (sic) del fallo de tutela, toda vez que consideró, que esa entidad había demostrado que no puede adelantar trámites y prestar servicios de salud, pues a quien le correspondería efectuar las acciones pertinentes para la atención médica de la población privada de la libertad es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, pues la relación entre el consorcio es contractual y de acuerdo al contrato Nº 363 de 2015 suscrito con el mismo, que en su cláusula primera indica:

3.3 “OBLIGACIONES RELACIONADAS CON LA CONTRATACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS: 5. Contratar los prestadores de servicios de salud para la PPL, privados, públicos o mixtos para la atención intramural y extramural de baja, mediana y alta complejidad, y otro tipo de servicios que la USPEC o el FONDO NACIONAL DE SALUD, estén obligados a prestar”.

Conforme a lo anterior, precisó que la  USPEC no es la llamada a responder en el caso concreto, pues nunca se le ha asignado competencia para prestar servicios de salud a la población privada de la libertad y solo debía vincularse en el trámite tutelar a las entidades que les corresponde prestar el servicio de salud como tal, es decir el  Consorcio Fondo de Atención en  Salud para la PPL 2017.  En tal virtud, solicitó que se concediera la impugnación para que se revocara la parte resolutiva y se desvincule a la USPEC (Fls. 190-193).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA    
6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.
De las pruebas arrimadas con la demanda y de lo expuesto en el escrito introductorio, la Sala observa que el señor José Ernesto García Castaño, quien se encuentra recluido en el establecimiento penitenciario y carcelario La 40 de Pereira,  presenta un diagnóstico de hernia abdominal no especificada, sin obstrucción no gangrena y adherencias peritoneales, a quien se le ordenaron varios exámenes y posteriormente la extracción de cuerpo extraño en piel o tejido celular subcutáneo de área especial por incisión + eventrorrafia con colocación de malla+ (Fl.11), sin que a la fecha de instauración de la acción de tutela, hubiera sido efectuada la misma.

6.4.2.  En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

6.4.3. Igualmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que el derecho a la salud de las personas que se encuentran privadas de la libertad adquiere tres ámbitos de protección: “i) el deber del Estado de brindar atención integral y oportuna a las necesidades médicas del interno, y ii) el deber del Estado de garantizar la integridad física del recluso al interior del establecimiento carcelario, y iii) el deber del Estado de garantizar unas adecuadas condiciones de higiene, seguridad, salubridad y alimentación, al interior del establecimiento carcelario.”  En tal sentido, la población reclusa merece un trato diferencial para lo cual las entidades competentes que fueron convocadas al presente trámite deben concurrir a ello por disposición legal y constitucional para que se les brinde un tratamiento médico a las patologías sufridas, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en su jurisprudencia: “Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, que incluye, entre otros, la atención médica, psiquiátrica y odontológica adecuada; la disponibilidad permanente de personal médico idóneo e imparcial; el acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y gratuitos; la implementación de programas de educación y promoción en salud, inmunización, prevención y tratamiento de enfermedades infecciosas, endémicas y de otra índole; y las medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares de salud de las personas privadas de libertad pertenecientes a grupos vulnerables o de alto riesgo, tales como: las personas adultas mayores, las mujeres, los niños y las niñas, las personas con discapacidad, las personas portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, y las personas con enfermedades en fase terminal. El tratamiento deberá basarse en principios científicos y aplicar las mejores prácticas.”[8]  (Sentencia T-126/15)
6.4.4. En lo que respecta a la solicitud del recurrente y que tiene que ver con que se revoque la sentencia de primera instancia en el entendido de que la USPEC no es la llamada a prestar los servicios de salud de la población privada de la libertad por ser responsable únicamente de administrar los dineros y garantizar los pagos dispuestos para la atención integral en salud y la prevención en enfermedad de la población privada de la libertad, se considera que es precisamente esto lo vincula a esta entidad con la atención de la población privada de la libertad pues, cabe resaltar que el artículo 7º  de la Ley 1709 de 2014 “Por medio de la cual se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones”, señala lo siguiente: 
“Artículo 15. Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario. El Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario está integrado por el Ministerio de Justicia y del Derecho; el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec), como, adscritos al Ministerio de Justicia y del Derecho con personería jurídica, patrimonio independiente y autonomía administrativa; por todos los centros de reclusión que funcionan en el país; por la Escuela Penitenciaria Nacional; por el Ministerio de Salud y Protección Social; por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y por las demás entidades públicas que ejerzan funciones relacionadas con el sistema.(…)”
La misma ley 1709 de 2014 dispuso que la USPEC y el Ministerio de Salud y Protección Social crearían un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el cual sería financiado con recursos del presupuesto general de la nación, y en su artículo 66 consagra lo pertinente al servicio médico penitenciario y carcelario, así:  

“El Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) deberán diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención primaria en salud.
La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) será la responsable de la adecuación de la infraestructura de las Unidades de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en cada uno de los establecimientos Penitenciarios y Carcelarios en los cuales se prestará la atención intramural, conforme a los que establezca el modelo de atención en salud del que trata el presente artículo.
Parágrafo 1°. Créase el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, el cual estará constituido por recursos del Presupuesto General de la Nación. Los recursos del Fondo serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, la Unidad Administrativa de Servicios Penitenciarios y Carcelarios suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento del presente artículo y fijará la comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen.
Parágrafo 2°. El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, se encargará de contratar la prestación de los servicios de salud de todas las personas privadas de la libertad, de conformidad con el modelo de atención que se diseñe en virtud del presente artículo.

El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad tendrá los siguientes objetivos:
(…) 2. Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.(…)”  (Subrayas propias)

6.4.6. Se tiene entonces, que la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil No.331 del 27 de diciembre de 2016, entre el Consorcio Fondo de Atención En Salud PPL 2017, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC.  Así mismo, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 del 24 de noviembre de 2015 establece que corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la PPL (población privada de la libertad). En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC. Del mismo modo suscribieron contrato de Fiducia Mercantil 

6.4.7. Significa lo anterior, que la obligación de la USPEC de “asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL” no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, pues si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en la Sentencia T- 127 de 2016, cuando dijo: 

“(…) La Sala destaca dos cosas de lo anterior: (i) no es claro si la consulta médica prestada a los accionantes en la especialidad de odontología el 7 de marzo de 2016 se hizo en vigencia de los contratos celebrados por Caprecom hasta antes de la suscripción del otrosí o si hace parte de la nueva contratación de los servicios de salud a la que están obligados la USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015; (ii) no pueden las entidades accionadas, específicamente la USPEC, asegurar que la obligación de la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad corresponde exclusivamente al Consorcio. El haber suscrito un contrato de fiducia mercantil, donde se estableció como una de las obligaciones del contratista la de garantizar la continuidad en la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad, no exonera la responsabilidad principal a cargo de la USPEC de establecer las condiciones para que la entidad fiduciaria contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para esa población; es decir, no elimina sus deberes como principal obligada. (…)” (Subrayas propias)
6.4.9. Como consecuencia de lo anterior, se confirmará lo dispuesto en el numeral 5º del fallo proferido el 17 de mayo de 2017 en lo que atañe a las órdenes dadas a la USPEC. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR TOTALMENTE el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, el 17 de mayo de 2017 dentro de la acción de tutela presentada por  la señora Yuli Daniela Cárdenas Giraldo como agente oficiosa de su esposo, señor José Ernesto García Castaño en contra de la Fiduprevisora, Consorcio Fondo de Atención en Salud para la PPL 2015, el INPEC y la USPEC.

SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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